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Licda. Rosario León Yannarella                                       09 de mayo, 2007


DIVISIÓN DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA

Al contestar refiérase 

al oficio No. 04720
09 de mayo, 2007 

DCA-1513

Licenciada

Rosario León Yannarella

Directora Jurídica

Consejo Nacional de Vialidad

Costado Norte de la Rotonda de Betania, Sabanilla

Estimada señora:

Asunto:  Se devuelve sin trámite solicitud de aprobación de liquidación de daños y perjuicios solicitados por la empresa Constructora Mena S.A. por la no ejecución del proyecto “Intersección semaforizada de la Rotonda de Paso Ancho (Carretera de Circunvalación – Radial Paso Ancho), derivada de la Licitación Pública N° 24-2002  

Nos referimos a su oficio No. DJC-06-622-2007 de fecha 28 de marzo del presente año, mediante el cual solicita la aprobación de liquidación de daños y perjuicios solicitados por la empresa Constructora Mena S.A. por la no ejecución del proyecto “Intersección semaforizada de la Rotonda de Paso Ancho (Carretera de Circunvalación – Radial Paso Ancho), derivada de la Licitación Pública N° 24-2002.
Realizado el estudio de rigor, se devuelve sin trámite la solicitud planteada con fundamento en lo siguiente:
I. Sobre la rescisión contractual.

El artículo 11 de la Ley de Contratación Administrativa, establece la potestad de la Administración de rescindir o resolver unilateralmente sus relaciones contractuales, por motivo de incumplimiento, fuerza mayor, caso fortuito o cuando así convenga al interés público. 

En el mismo sentido, el  procedimiento a seguir en cada uno de los casos —rescisión o resolución— se encontraba regulado en el artículo 13 del Reglamento General de Contratación Administrativa anterior —Decreto Ejecutivo N° 25038-H— vigente al momento de la presentación del reclamo por parte de la empresa Constructora Mena S.A. y en los artículos 206 y 208 del actual Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. 

En el reglamento anterior, tratándose de la rescisión contractual, se establecía que el acuerdo de rescisión debía estar precedido de los estudios e informes técnicos que acrediten fehacientemente las causales de la rescisión, el cual debía ser notificado al interesado para que, en el término de diez días hábiles, se manifieste sobre el particular. Una vez firme ese acuerdo, se procede a la liquidación de la indemnización. 

Es preciso indicar que, la rescisión por motivos de interés público, obliga a la Administración a resarcir la parte efectivamente ejecutada y los gastos en que haya debido incurrir el contratista para la ejecución del contrato, y adicionalmente, cualquier daño o perjuicio que causare al contratista con motivo de la terminación del contrato. 

Para el pago de esos extremos en sede administrativa se requiere de la aprobación de esta Contraloría General, la cual, de conformidad con el artículo 208 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa actual, cuenta con un plazo de 25 días para su aprobación o improbación, según corresponda, claro está, una vez firme la rescisión, toda vez que la resolución dictada por la Administración tendrá los recursos ordinarios, previstos en la Ley General de la Administración Pública.

Tal potestad ha sido tema desarrollado por la doctrina, reconociéndosele como una decisión de revocatoria que asume el Estado “por razones de interés público, es decir cuando la comunidad ha dejado de necesitar la prestación en que el contrato consistía o cuando dichas necesidades han cambiado”
.

Paralelo a la aplicación o ejercicio de la rescisión, nace el deber indemnizatorio por parte de la Administración aún a pesar de encontrarse en una situación de conducta lícita, siendo aspecto relevante en estas circunstancias definir la extensión que debe revestir tal resarcimiento, “punto sobre el cual la doctrina se encuentra dividida entre quienes se inclinan por una reparación integral, comprensiva del daño emergente y del lucro cesante, y los que propugnan una indemnización “acotada”, limitada exclusivamente al daño emergente 
”.

II. Sobre el caso en estudio

Según consta de expediente administrativo LP-24-02, mediante artículo VII de la Sesión N° 0195-02 de fecha 11 de julio de 2002, el Consejo de Administración del CONAVI, acuerda adjudicar la “Construcción de intersección semaforizada en la Rotonda Paso Ancho (carretera de circunvalación- radial Paso Ancho)”, a favor de la empresa Constructora Mena S.A., acto que se confirma en la publicación en La Gaceta N° 148 del 5 de agosto de 2002, que consta a folio 1289.

En fecha 18 de diciembre de 2002, en una primera gestión de refrendo, mediante oficio ALC-03-1286-02 se remite a esta Contraloría General, el contrato de obra pública derivado del procedimiento de contratación indicado, el cual fue improbado mediante oficio 00034 del 7 de enero de 2002. Posteriormente, mediante oficio DJC-03-0026-06 del 14 de enero de 2003 se remite nuevamente el contrato para su refrendo contralor.

No obstante, mediante oficio de fecha 14 de febrero de 2003, se solicitó el retiro sin trámite de este contrato, en aras de plantear una propuesta de modificación al objeto contractual, que pretendía pasar de una obra de semaforización a la construcción de paso a desnivel, de manera similar a los cambios propuestos previamente  para la Rotonda de San Sebastián.

Lo anterior, basados en el estudio técnico realizado con posterioridad a la adjudicación de esta contratación, por parte de la Dirección General de Ingeniería de Tránsito del MOPT, oficio 20041111
 de fecha 25 de febrero de 2004, según el cual, múltiples razones respaldan la alternativa de construcción de paso a desnivel, a saber: el previsible crecimiento vehicular,  la importancia de la carretera de circunvalación, la vida útil de una semaforización, la sostenibilidad de las inversiones, los costos de mantenimiento de semáforos, los eventuales problemas del fluido eléctrico, problemas de seguridad vial y grandes niveles de contaminación, entre otros.

Con fundamento en dicho informe técnico, mediante artículo VII de la Sesión N° 276-04 de fecha 04 de marzo de 2004, el Consejo de Administración del CONAVI, acuerda lo siguiente:

“Rescindir por razones de interés público, el contrato de obra pública para la Construcción del Proyecto “Intersección Semaforizada de la Rotonda Paso Ancho (Carretera de Circunvalación – Radial Paso Ancho)”, Licitación Pública N° 24-2002, suscrito entre el Consejo Nacional de Vialidad y Constructora Mena Sociedad Anónima, de conformidad con el oficio 20041111 de la Dirección General de Ingeniería de Tránsito.

Contra el presente acuerdo caben los recursos ordinarios y extraordinarios que señala la Ley General de la Administración Pública, los cuales únicamente podrán interponerse dentro del término de diez días hábiles contados a partir del día siguiente de su notificación.”

Dicho acuerdo fue publicado en La Gaceta N ° 53 del 16 de marzo de 2004, según consta a folio 1431 del expediente administrativo. Asimismo, y en el entendido de que en el expediente administrativo se han incorporado original o copia de todas las actuaciones internas o externas que tengan relación con la contratación, no consta que la empresa Constructora Mena S.A. haya presentado recurso alguno contra el acto administrativo de rescisión contractual. 

Según consta a folios 02 a 66 del expediente de liquidación, en fecha 24 de marzo de 2004, la empresa Constructora Mena S.A. presenta  ante el CONAVI, reclamo administrativo, solicitando le sea reconocido el rubro por los daños y perjuicios causados por la no ejecución del contrato de obra pública para la Construcción del Proyecto “Intersección Semaforizada de la Rotonda Paso Ancho (Carretera de Circunvalación – Radial Paso Ancho)”, por concepto de lucro cesante, daño emergente y gastos estructurales (Administrativos),  por una suma de ¢143.872.435,54.

En atención al anterior reclamo el Consejo Nacional de Vialidad resuelve mediante resolución N° RES-06-021-2007, de las diez horas del 20 de marzo de 2007, visible a folios 144 a 153 del expediente administrativo, acoger parcialmente la liquidación de daños y perjuicios interpuesta por la empresa Constructora Mena S.A., reconociendo en su favor la suma de $36.441.95 (treinta y seis mil cuatrocientos cuarenta y un dólar con noventa y cinco centavos) por concepto de lucro cesante, por la no ejecución del proyecto “Intersección Semaforizada de la Rotonda Paso Ancho (Carretera de Circunvalación – Radial Paso Ancho) Licitación Pública 24-2002 y rechaza —por improcedentes— los demás extremos pretendidos por la administrada.

Ahora bien, con vista del expediente administrativo y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13.3 del Reglamento General de Contratación Administrativa, esta Contraloría tiene por acreditado lo siguiente:

1. Que la Administración rescindió unilateralmente, por motivos de interés público, su relación contractual no iniciada con la empresa Constructora Mena S.A., producto de la Licitación Pública N° 24-2002.

2. Que el acuerdo de rescisión estuvo precedido del informe técnico Oficio N° 20041111 de fecha 25 de febrero de 2004, emitido por la Dirección General de Ingeniería de Tránsito del MOPT.

3. Que el acuerdo de rescisión se notificó al interesado mediante publicación en el Diario Oficial La Gaceta N ° 53 del 16 de marzo de 2004.

4. Que la empresa Constructora Mena S.A. en el término de diez días hábiles no se manifestó sobre el particular acuerdo, tampoco presentó recurso ordinario o extraordinario, de conformidad con la Ley General de la Administración Pública, por lo que el acuerdo de rescisión adquirió firmeza.

5. Que en fecha 24 de marzo de 2004 la empresa Constructora Mena S.A. presenta reclamo administrativo solicitando el reconocimiento de los daños y perjuicios causados por la no ejecución del contrato de obra pública para la Construcción del Proyecto “Intersección Semaforizada de la Rotonda Paso Ancho (Carretera de Circunvalación – Radial Paso Ancho)”, por concepto de lucro cesante, daño emergente y gastos estructurales (Administrativos), por una suma de ¢143.872.435,54.

6. Que la Administración disponía de un plazo de treinta días hábiles para tramitar la liquidación y verificar los rubros presentados.

7. Que la empresa Constructora Mena S.A. presentó ante el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda proceso ordinario en contra del Estado, por la no ejecución del contrato de obra pública para la Construcción del Proyecto “Intersección Semaforizada de la Rotonda Paso Ancho (Carretera de Circunvalación – Radial Paso Ancho)”.

8. Que el Consejo Nacional de Vialidad, mediante resolución N° RES-06-021-2007, de las diez horas del 20 de marzo de 2007, resuelve el reclamo administrativo presentado, reconociendo por concepto de lucro cesante la  suma de $36.441,95, equivalente a la utilidad esperada.

9. Que dicha resolución no ha sido notificada a la empresa Constructora Mena S.A.

10. Que en fecha 29 de marzo de 2007, el CONAVI envía a Contraloría General de la República, la resolución N° RES-06-021-2007 para la respectiva aprobación en sede administrativa.

III. Criterio del Despacho

Con fundamento en lo anterior, es preciso indicar lo siguiente: en primer lugar, para que los extremos solicitados por Constructora Mena S.A. puedan ser reconocidos en sede administrativa, requieren de previo la aprobación por parte de esta Contraloría General.

Nótese que, el párrafo último del artículo 11 de la Ley de Contratación Administrativa, permite que los extremos a liquidar por cuenta de la Administración, se reconozcan en sede administrativa a través de un procedimiento que ella realice para esos efectos, del cual se emite una resolución de pago que debe ser aprobada por este Órgano de Fiscalización Superior para que pueda hacerse efectiva. Es decir, quien tiene la competencia y responsabilidad de la redacción de esta resolución es la misma Administración que promovió el proceso licitatorio.

Sin embargo, no consta en expediente acuerdo de liquidación, incluso la resolución N° RES-06-021-2007, de las diez horas del 20 de marzo de 2007, no ha sido notificada a la empresa reclamante, por lo que ésta no ha podido ejercer sus derechos, toda vez que dicha resolución cuenta con los recursos ordinarios previstos en la Ley General de la Administración Pública.

En segundo lugar, en los documentos incorporados al expediente de liquidación, consta notificación del Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, del cual se desprende que el presente reclamo se encuentra en sede judicial, expediente número 04-001125-0163-CA, detectándose la litispendencia que produce la interposición de la demanda. 

No obstante lo anterior, y sin perjuicio de lo que el Juez resuelva en el proceso ordinario, esta Contraloría General, considera pertinente, señalar con respecto al quantum de la liquidación,  y los rubros solicitados por la empresa contratista, las observaciones que de seguido se exponen:

El contratista pretende se le reconozca la suma de ¢143.872.435,54, por concepto de lucro cesante, daño emergente y gastos estructurales (Administrativos), desglosados de la siguiente manera:

	Rubro del reclamo
	monto ¢

	a. Ganancia no percibida en el proyecto a precios actuales
	39.762.083,31

	a.1. Intereses sobre las ganancias no percibidas en proyecto
	5.182.445,83

	b. Ganancia esperada en garantía de cumplimiento
	35.987.981,85

	b.1. Intereses sobre ganancia esperada en garantía de cumplimiento
	3.123.750,92

	c. Ganancia esperada en inversión timbres fiscales
	1.532.525,97

	c.1. Intereses sobre ganancia esperada en inversión en timbres fiscales
	207.240,74

	d. Pérdida cambiaria entre fecha adjudicación y fecha contrato
	6.299.912,36

	e. Ganancia no percibida por costos de preparación de oferta
	722.458,23

	f. Ganancia no realizada en recursos inmovilizados en adelanto por compra planta asfalto
	18.595.233,14

	f.1. Intereses sobre recursos inmovilizados en adelanto por compra planta asfalto
	1.575.377,40

	g. Ganancia no realizada por ejecución de contrato con empresas proveedoras de materiales
	20.609.728,19

	g.1. Intereses sobre recursos inmovilizados por ejecución contrato con empresas proveedoras
	1.746.041,97

	TOTAL
	¢143.872.435,54


Para el análisis de la procedencia de los anteriores rubros reclamados, partimos de lo dispuesto en el artículo 206 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa que establece lo siguiente:

“Artículo 206: Rescisión: La Administración podrá rescindir unilateralmente sus contratos, no iniciados o en curso de ejecución, por razones de interés público, caso fortuito o fuerza mayor, debidamente acreditadas. Para ello deberá emitir una resolución razonada en donde señale la causal existente y la prueba en que se apoya, la cual será puesta en conocimiento del contratista por el plazo de quince días hábiles.

La entidad deberá cancelar al contratista la parte efectivamente ejecutada del contrato, en el evento de que no lo hubiera hecho con anterioridad y los gastos en que ese contratista haya incurrido para la completa ejecución, siempre que estén debidamente probados.

Cuando la rescisión se origine por motivos de interés público, además se podrá reconocer al contratista cualquier daño o perjuicio que la terminación del contrato le causare, previa invocación y comprobación.

El lucro cesante correspondiente a la parte no ejecutada podrá reconocerse siempre dentro de los criterios de razonabilidad y proporcionalidad, valorando aspectos tales como el plazo de ejecución en descubierto, grado de avance de la ejecución del contrato, complejidad del objeto. Cuando la utilidad no haya sido declarada se considerará que es un 10% del monto total cotizado.”

Por la competencia delegada a este Órgano Contralor, sobre la aprobación de la liquidación de los extremos antes descritos, entre los cuales se ubican los perjuicios y por ende el lucro cesante,  corresponde a este Ente Fiscalizador —en ejercicio de las funciones que le han sido delegadas—  verificar que la resolución sometida a su estudio y el monto a avalar se ajusten en un todo al ordenamiento jurídico existente, con énfasis especial a las normas y principios que rigen en materia de contratación administrativa.
a. Sobre la ganancia no percibida en el proyecto y sus intereses

Con vista de la oferta económica  presentada por la compañía Constructora Mena S.A., en la estructura del precio cotizado se establece una utilidad esperada por la ejecución del contrato de $36.441,95, suma cuyo reconocimiento es procedente en su totalidad por concepto de lucro cesante, tal y como lo dispuso la Administración, al amparo de lo dispuesto en el artículo 13 del Reglamento General de Contratación Administrativa —anterior— y el artículo 206 del actual Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y en el entendido de que el perjuicio está conformado por la ganancia o utilidad frustrada o dejada de percibir (lucro cesans), la cual era razonable y probablemente esperable si no se hubiese producido el hecho. (Ver Sentencia No. 00061  de las 15: 20 horas del 23 de julio de 1997 de la Sala I y Sentencia No. 00310 de las 9 horas del  02 de febrero de 2004 del Tribunal Contencioso Administrativo).

Con respecto a los intereses reclamados, esta Contraloría ha señalado en múltiples oportunidades que las cotizaciones en dólares no son reajustables ni revisables, por lo que al cancelarse la utilidad al tipo de cambio vigente a la fecha efectiva de pago, no pierde valor alguno, por lo que el reconocimiento de intereses es improcedente.

b. Sobre la ganancia esperada en garantía de cumplimiento y sus intereses

Esta Contraloría es del criterio de que resulta procedente el reconocimiento de lo referente a la comisión bancaria  producto de la obtención de la respectiva garantía de cumplimiento, por parte del Contratista, siempre y cuando se demuestre documentalmente.
c. Sobre la inversión en timbres fiscales 

Se considera procedente la devolución de la suma cancelada por concepto de especies fiscales, sin embargo se debe considerar de frente a dos aspectos: la devolución propiamente, deberá tramitarse ante el Ministerio de Hacienda, tal y como lo dispuso la Administración; sin embargo, los intereses sí deberán ser reconocidos por esa Administración, claro está, de conformidad con el artículo 34 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, es decir a la tasa básica pasiva del Banco Central.

d. Sobre la pérdida cambiaria entre adjudicación y contrato 

En primer lugar, en expediente no consta contrato que nos permita determinar fecha cierta de suscripción, no obstante, aún sin esta información, esta Contraloría General es del criterio de que al haberse presentado la cotización dólares, no existe pérdida alguna por el diferencial cambiario, razón por la cual no son reajustables ni revisables.

e. Sobre los costos de preparación de la oferta 

Tal y como lo ha dispuesto en anteriores oportunidades esta Contraloría, si bien en materia de concursos  públicos los participantes incurren en gastos para presentar sus propuestas, no existe norma legal que obligue a la Administración a cancelar los rubros relacionados a la presentación de la oferta en que incurren las empresas por su elaboración. Al efecto véase la resolución RC-670-2001 de las 13:00 horas del día 2 de noviembre del 2001, entre otras.
f. Sobre los recursos inmovilizados por pago adelantado por compra de planta asfalto 

Conocida la naturaleza de los montos que componen la liquidación en análisis, resulta necesario definir el momento a partir del cual se perfeccionó la relación contractual suscitada entre el CONAVI y la empresa  Constructora Mena  S.A. En este sentido, debe tenerse presente el contenido del artículo 32 de la Ley de Contratación Administrativa, el cual en lo pertinente señala:


“Artículo 32- Validez, perfeccionamiento y formalización.

(...) El acto firme de adjudicación y la constitución de la garantía de cumplimiento, cuando sea exigida perfeccionarán la relación contractual entre la Administración y el contratista (...)”.
Considerada la normativa supra citada, se observa que la relación contractual es perfecta a partir del momento en que se cumplen dos requisitos esenciales: i) La adjudicación en firme y ii) La rendición de la garantía de cumplimiento. Además, conforme a los textos invocados se tiene que la rescisión puede generarse aún sin haber iniciado la relación o mientras ésta se encuentre en ejecución. 

Corolario de lo dicho, se tiene que la relación iniciada será aquella en la que se den los dos requisitos citados (adjudicación y garantía). Así las cosas y ante el caso que nos ocupa, ha de indicarse que la relación existente entre el CONAVI y la empresa Constructora Mena  S.A. resulta perfecta a partir del día  24 de setiembre de 2002, de conformidad con el documento del Banco BCT S.A.  No. 42059-C visible al folio 30 del expediente de la liquidación, día en que se rindió la garantía de cumplimiento correspondiente, por un monto de $61.582.72. 

En consecuencia, los contratos aportados no son prueba suficiente para su reconocimiento, lo anterior por cuanto, en primer lugar, no fueron debidamente señalados en la oferta como parte del desglose del precio ni como listado de subcontratación, y en segundo lugar, tomando en consideración la fecha de suscripción, donde uno de ellos fue suscrito incluso previo a la adjudicación, donde la empresa Constructora Mena no tenía siquiera una expectativa de derecho, el otro, si bien posterior a la adjudicación, es previo al perfeccionamiento del contrato. 

Además, debe tenerse presente que, al no estar el contrato refrendado, éste se encontraba ineficaz, con lo cual aún no estaba obligada la Administración a pago alguno hasta tanto el contrato no fuera refrendado y se hubiera girado la respectiva orden de inicio al contratista. Cualquier gasto realizado antes de la orden de inicio de los trabajos por parte de la Administración corría por cuenta y riesgo del contratista por lo que su reconocimiento, así como sus intereses, son improcedentes.

g. Sobre las ganancias no realizadas por ejecución de contrato con empresas proveedoras: 

Tal y como se indicó en el apartado f) anterior, no se detalló listado de subcontratación alguno en la oferta, y los contratos suscritos con las empresas Agregados del Chirripó S.A. y Agregados para el Concreto S.A., y los adelantos de dinero girados, se hicieron previo al refrendo contractual y al recibo de la orden de inicio. Como se indicó líneas atrás, uno de estos contratos se firmó previo a la adjudicación y el otro, previo a la formalización del contrato, incluso con anterioridad al perfeccionamiento del mismo, puesto que no había sido rendida la garantía de cumplimiento.

En consecuencia, y con fundamento en lo anterior, sin perjuicio de lo que se resuelva en sede judicial, esta Contraloría General es del criterio de que al contratista le corresponde por concepto de indemnización, el reconocimiento de la utilidad esperada en el contrato no ejecutado, equivalente a $36.441,95 al tipo de cambio de su efectiva cancelación por lucro cesante. 

Asimismo, y en caso de ser aportada la prueba documental correspondiente, el monto por la comisión cobrada por los bancos que giraron la garantía de cumplimiento previa demostración con los respectivos recibos que canceló el contratista y que fueron emitidos por los citados bancos. Si esas comisiones fueron canceladas en su oportunidad en colones procedería el reconocimiento de intereses pero si tales comisiones fueron canceladas en dólares, al momento del reconocimiento en esa moneda con el tipo de cambio de venta a la fecha de efectivo pago restablecerá su valor a colones por lo que no procede reconocimiento de intereses. Por ultimo, la devolución del monto cancelado por concepto de especies fiscales, deberán gestionarse a través del Ministerio de Hacienda, y sus intereses, deberán ser reconocidos por el CONAVI a la tasa básica pasiva a seis meses del Banco Central.

Considerando lo antes expuesto y de conformidad con el documento sometido a nuestro estudio en el presente caso, la presente se emite a manera de opinión jurídica, toda vez que no existe resolución firme, debidamente notificada a la empresa Constructora Mena S.A., en la que se defina  y justifique los rubros que por el concepto de la indemnización que se requiere pagar, único documento que sería competencia de esta División aprobar, con base en el análisis del expediente de liquidación aportado. 

Lo anterior en virtud de que las sumas señaladas en la resolución RES-06-021-2007 supracitada,  visible a folios 144-153 requiere en nuestro criterio ser cuidadosamente analizada  de acuerdo a la aplicación de las normas legales que rigen la materia, y posteriormente dictar la resolución administrativa correspondiente y proceder a su notificación al interesado para que, si a bien lo considera, presente los recursos establecidos en la Ley General de la Administración Pública, si pretende su reconocimiento en sede administrativa.

Por todo lo anterior, devolvemos sin aprobación el asunto de marras, siendo de exclusiva responsabilidad del Consejo Nacional de Vialidad proseguir con las diligencias y actos pertinentes.
Atentamente,

	Lic. Marco Vinicio Alvarado Quesada
	Licda. Silvia Calvo Sánchez

	Gerente Asociado
	Fiscalizadora Asociada


Anexo:  Un expediente y un file

SCS/CGS/fjm

Ci:  Lic. Luis Diego Flores Zúñiga, Procurador, Procuraduría General de la República
       Archivo Central
Ni:  6481, 2007001736
� Ismael Farrando. Contratos Administrativos. Editorial Abeledo Perrot. Buenos Aires, Argentina, 2002. Página 554


� Ídem. Página 556


� Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Dirección General de Ingeniería de Tránsito. Oficio 20041111 del 25 de febrero de 2004. “No se justifica la construcción de una intersección a nivel controlada por semáforos, intersección semaforizada, ya que no solucionará ningún problema vial en el año 2005 cuando inicie funcionamiento, como tampoco solucionará nada para años futuros.   Para solucionar el problema de congestionamiento vial existente en esta intersección, este departamento recomienda construir una intersección a desnivel, manteniendo la rotonda en la parte superior, con tres carriles dentro de la rotonda, y con rampas de ingreso, desde la Carretera de Circunvalación...Para lograr la configuración vial recomendada en el punto anterior, se requiere realizar expropiaciones a los costados de la Carretera de Circunvalación (Ruta No.39), ampliando el derecho de vía en por lo menos 45 metros en total.  Debe recordarse que en la actualidad ese derecho de vía es de 27 metros...”.





